
SUPERINTENDENCIA 

DE S ALUD 
Subdepartamento de Regulación 
Intendencia de Fondos y Seguros 

Previsionales de Salud 

VISTO: 

RESOLUCIÓN EXENTA IF/Nº i 12 71 
SANTIAGO, 

3 O OCT 2025 

Lo dispuesto en los artículos 110, 113, 114 y demás pertinentes del DFL Nº1, de 2005, del 
Ministerio de Salud; la Resolución Nº36, de 2024, de la Contraloría General de la República y 
la Resolución Exenta RA N°882/182/2023 de la Superintendencia de Salud. 

CONSIDERANDO: 

1. Que, mediante la Circu lar IF/N°512, de 6 de octubre de 2025, se actualizó las Condiciones 
Generales del Contrato de Salud. 

2. Que, dentro de plazo, la Isapre Isalud, repuso a la norma mencionada en el numeral 
precedente. Asimismo, interpuso en subsidio recurso jerárquico. 

Por otro lado, esa Isapre pidió, en conformidad al artículo 57 de la Ley 19.880, la suspensión 
de la instrucción mientras se resuelva su recurso. 

3. Que, la Isapre menciona que se instruye actualizar las Condiciones Generales del Contrato de 
Salud, con el fin de armonizarla a los criterios administrativos vigentes establecidos por esta 
Superintendencia de Salud y con las disposiciones incorporadas por las leyes recientemente 
promulgadas. Para ello, se modifica la Circular IF/Nº80, del 13 de agosto de 2008, que 
contiene el Compendio de Normas Administrativas en materia de instrumentos contractuales. 

Al respecto, disiente de la práctica de transformar criterios administrativos surgidos de las 
resoluciones dictadas por esta Superintendencia en ejercicio de sus facultades, en normas 
obligatorias propias de una Circular de carácter general, toda vez que esos criterios son 
siempre excepcionales, aplicables al caso en particular, como se desprende, respecto de 
justicia arbitral, del artícu lo 223 del Código Orgánico de Tribunales, que define las facultades 
de árbitro arbitrador, expresando fallaran "obedeciendo a lo que la prudencia y equidad le 
dictaren". 

Estima que, por su naturaleza, las sentencias arbitrales deben circunscribirse al ámbito para 
el que fueron previstas y, en ningún caso, podrían traspasar o extender ese límite, sobre todo 
si estos pronunciamientos desconocen la v igencia de normas legales que regulan las materias 
afectadas, en un sentido diverso o incluso contrario a la voluntad de la ley. 

Por ello, considera que no corresponden las disposiciones obligatorias que se incluyen en las 
condiciones generales de los contratos de sa lud previsional. 

Luego de ello, menciona -primeramente- que la normativa recurrida, si bien permite poner 
término al contrato de salud respecto del trabajador o trabajadora que pierde la relación 
labora l con la empresa que le otorgó el derecho, no contempla otra situación propia de las 
isapres cerradas vincu lado a este tipo de terminaciones, que debiera tener el mismo efecto. 

Agrega que se trata del cónyuge o la cónyuge cotizante a la que se le hace parte del contrato 
colectivo de salud de Codelco, del mismo modo que carga legal. Una vez que el trabajador 
deja de trabajar en la minera estatal, el grupo familiar no debiera permanecer en la Isapre, 
porque tanto las cargas legales, médicas, cargas cotizantes o cónyuges cotizantes,tienen una 
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afiliación accesoria a la del contratante principal que es el titular. 

No obstante señala que, por un lado, la Superintendencia de Salud obliga a incorporar a 
cónyuges c~tizantes de un determinado sindicato, porque las condiciones generales 
contemplan beneficiarios, en términos generales y abstractos, pero por el otro, en otros casos, 
impide hacer cesar la afiliación a este mismo tipo de beneficiarios, cuando se produce la 
desvinculación del o la trabajadora que le otorgó el derecho, transformándolos en 
permanentes. 

Aclara que ello produce una carga financiera adicional a Codelco, porque debe proveer los 
recursos económicos a perpetuidad a todos los familiares y a veces cónyuges divorciados que, 
habiendo ingresado a estos planes en forma accesoria, se transforman en permanentes. 

Por lo anterior, el establece que el artículo 18 (actual) letra J, debiera decir " la pérdida de la 
relación laboral y de quien le otorgó el derecho, salvo que ella se origen por el hecho de 
acogerse a pensión". 

Continúa, como segundo punto, que la modificación incorporada por la Circular recurrida 
indica que: " En cuanto a las cargas legales que pierdan tal calidad por adquirir la condición 
de cotizantes, si la isapre inicia el procedimiento de retiro, estará obligada a ofrecer un plan 
alternativo únicamente cuando la persona beneficiaria sea dependiente de la o las empresas 
o instituciones respecto de las cuales esa isapre otorga prestaciones de salud. 

Por el contrario, si la isapre no efectúa dicho procedimiento de retiro, se entenderá que opta 
por mantenerla como carga médica, debiendo en ese caso la persona beneficiaria enterar sus 
cotizaciones de salud en la misma isa pre." 

Sobre ello, informa que actualmente la Isapre tiene la política de aceptar nuevos ingresos de 
afiliados (sic), decisión que se basa en la facultad de gestión propia de una institución privada, 
la que está en línea con las limitaciones de financiamiento que tiene y de una administración 
responsable de los recursos. 

Reitera que esa Isapre no es autónoma en el financiamiento de las prestaciones de salud, por 
lo que todo nuevo contrato significa que será subsidiado por la empresa que la constituyó. 

Por lo anterior, menciona que si una carga legal o médica, comienza a trabajar en Codelco o 
en una empresa relacionada con ella, no será posible concederle un contrato de salud 
previsional, porque, primero, la política de esa Isapre se aplica sin discriminación, respecto 
de todos los trabajadores por igual y, segundo, con el fin de contener los aportes que realiza 
Codelco a los planes de salud y mantener el equilibrio financiero de los nuevos trabajadores 
que optan por una isapre de mercado o FONASA. 

Continúa señalando que el hecho que no se haya retirado una carga legal, dentro de un tiempo 
acotado, que no se indica, presumiéndose la voluntad de Isapre para otorgarle la calidad de 
carga médica, es decir, otorgarle beneficios de salud en forma indefinida, a su juicio, vulnera 
la definición legal del artículo 202, inciso penúltimo (que cita), que exige la autorización de la 
institución de salud . 

Agrega que por las mismas razones antes expuestas, el tener beneficiarios en forma 
indefinidas en el contrato de salud previsional, generará costos que finalmente los deberá 
subvencionar los menores ingresos fiscales aportados por Codelco al erario nacional. 

Dado lo expresado, "basando" en un criterio responsable de los recursos públicos, solicitamos 
no aplicar estas nuevas disposiciones administrativas. 

Como tercer punto, menciona que las normas del punto 3 del Título II, de la Circu lar recurrida, 
produce una ampliación del concepto de carga legal que no está reconocida en la Ley. 

En efecto, considera que la noción de carga legal es propia de la Seguridad Social, que se 
encuentran en distintas disposiciones legales y que ha sido aplicada e interpretadas en otras 
instituciones, como por ejemplo, la Superintendencia de Seguridad Social. 

A su juicio, las reglas principales que regulan esta materia se encuentran en el DFL NºlSO, 

2 



que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de las normas sobre sistema único de 
prestaciones familiares y sistema de subsidios de cesantía para los trabajadores de los 
sectores privado y público, contenidas en los decretos leyes Nºs. 307 y 603, ambos de 1974. 

Agrega que su artículo 3 regula a quienes pueden ser causantes de asignación familiar, 
previniendo su artículo 5 del mismo cuerpo legal, límites de ingresos. 

Concluye que ser carga legal y recibir ingresos por sobre cierto limites es contradictorio con 
el concepto. De modo que estima que habría una prohibición para establecer la existencia de 
cargas legales cotizantes, sin atender al límite de ingresos establecidos en la ley. En efecto, 
refiere que para la Superintendencia Seguridad Social, por ejemplo, existe incompatibilidad 
asignación familiar y beneficiario de pensión básica solidaria de la Ley Nº 20.255, 
precisamente, por que supera los ingresos mínimos establecidos. 

Como cuarto punto, refiere que respecto del artículo 1, en lo relativo a los beneficiarios del 
contrato de salud estima que una carga legal no puede ser considerada cotizante con ingresos 
superiores a 50% el mínimo mensual a que se refiere el inciso primero del artículo 40 de la 
ley Nº 18.806, aun cuando sea una situación temporal, pudiendo la Isapre realizar las 
gestiones necesarias para su retiro en esa calidad. Lo anterior "debido este criterio" se opone 
derechamente a la norma legal que estima que define el concepto y limitación de carga legal. 

Por otro lado, señala que si una carga legal tuviera ingresos remuneracionales temporales, 
sin que el instructivo defina un plazo determinado de su duración y teniendo en cuenta a la 
vez el nuevo criterio que transforma a las cargas legales en médicas contenido en las mismas 
disposiciones, la Isapre cerrada corre riesgo de tener que mantener su afiliación en forma 
indefinida, bajo el criterio que no hizo las gestiones para egresarla cuando comenzó a obtener 
ingresos. Asimismo, estima que otra problemática que trae aparejado esta norma es que la 
Isapre recibe ingresos, pero no tendrá información de si estos se otorgan a la carga legal en 
forma tempora l indefinida, lo que también representa un riesgo de verse expuesta a que se 
la califique de carga médica con afiliación indefinida. 

Por todo lo anterior, pide que se acoja el recurso de reposición en todas sus partes en contra 
'de la Circular IF/N°512, del 06 de octubre de 2025, y en subsidio, recurso jerárquico ante el 
superior, en el evento de ser rechazado. Asimismo, y como se mencionó anteriormente, 
solicita suspender su vigencia, conforme el artículo 57 de la Ley Nº19.880, toda vez que se 
establecerían estipulaciones contractuales que podrían inducir a error a los beneficiarios 
respecto de los reales derechos que pueden entregar. 

4. Que, respecto de la solicitud de suspensión de la Circular recurrida, cabe señalar que, 
según lo establecido en el Art. 57 de la Ley Nº 19.880, la interposición de un recurso 
administrativo no suspende la aplicación del acto que se impugna. De manera excepcional, 
esta Superintendencia de Salud puede suspender la ejecución del acto impugnado cuando su 
cumplimiento pudiere causar daño irreparable o hacer imposible el cumplimiento de lo que se 
resolviere, en caso de acogerse el recurso. 

En este caso, como se explicará más adelante al analizar el fondo de lo solicitado, no se 
cumplen los requisitos legales para otorgar la suspensión, ya que los argumentos entregados 
no demuestran de forma adecuada la existencia de un daño irreparable ni la imposibilidad de 
cumplir con lo que se decida. 

Por tanto, se deniega la solicitud de suspensión requerida por la Isapre !salud. 

5. Que, en cuanto a las alegaciones de forma, la Isapre !salud alega que los criterios 
incorporados por la norma recurrida serían parte de una "práctica de transformar criterios 
administrativos surgidos de las resoluciones dictadas por la Superintendencia en ejercicio de 
su facultades, en normas obligatorias propias de una Circular de carácter general", lo que a 
su juicio es errado, en conformidad al Art. 223 del Código Orgánico de Tribunales. 

Al respecto, se aclara a la recurrente que las normas incorporadas no son criterios emanados 
del Tribunal Arbitral de la Intendencia de Fondos y Seguros Previsionales de Salud, como 
contrariamente entiende la Isapre. Por el contrario, son normas administrativas vigentes 
incluidas en los Compendios de Normas Administrativas de esta Superintendencia de Salud, 
las cuales fueron replicadas en las Condiciones Generales del Contrato de Salud . En tal 
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sentido, estas normas ya deberían estar en conocimiento y siendo aplicadas por la recurrente. 

A mayor antecedente, las partes que impugna en sus recursos fueron establecidas por las 
siguientes Circulares: 

Circular IF/Nº182 de 2012: "Se entenderá que no adquieren la calidad jurídica de 
cotizantes, aquellas personas cuyos ingresos afectos a cotización legal sean inferiores 
al 50% del ingreso mínimo mensual o, independientemente de su monto, provengan 
de una pensión de orfandad o de labores remuneradas desempeñadas por un período 
no superior a tres meses en cada año calendario. En tales casos, estas personas 
permanecerán como beneficiarios en el mismo contrato, enterando las cotizaciones 
que corresponda en la isapre." (Beneficiarios .que no adquieren la calidad de cotizante) 

Circular IF/Nº327, de 14 de mayo de 2019: "En el evento de que la Institución 
tome conocimiento de la pérdida de la condición de carga legal del beneficiario, sin 
mediar una comunicación expresa ·de la persona cotizan te en tal sentido, podrá darse 
inicio al procedimiento de retiro del beneficiario, desde ese momento y hasta el 
vencimiento de la próxima anualidad del contrato, ya que de lo contrario se entenderá 
que ha optado por mantener al beneficiario o beneficiaria como carga médica, 
enterando esta última, cuando proceda, sus cotizaciones de salud en la isapre. Una 
vez que se adquiere la calidad de carga médica, ésta se mantendrá mientras la isapre 
y el afiliado no acuerden expresamente su retiro o el propio beneficiario manifieste su 
voluntad de retirarse" (Procedimiento de retiro y aceptación tácita de los beneficiarios 
cotizantes). 

La Circular IF/Nº116 de 2010: En virtud del inciso tercero del Art. 202 del DFL Nºl, 
de 2005, de Salud, se incorporó: "La isapre podrá aceptar la incorporación de un 
beneficiario cotizante, entendiendo por tal a aquella persona que se incorpora a la 
isapre en calidad de carga -médica o legal- y que percibe una remuneración o 
pensión afecta a la cotización legal" (Concepto de beneficiario cotizante). Esta Circular 
fue modificada por la Resolución Exenta Nº314 de 2010 bajo los siguientes 
argumentos: " ... al tratarse la circular recurrida de una norma de procedimientos, es 
decir, cuyo objetivo es instruir cómo proceder para incorporar un beneficiario cotizan te 
al contrato, no es esta la instancia propicia para introducir la definición de tal calidad, 
ya que ello debe tratarse en una norma de beneficios, en particular, una modificación 
al Compendio de normas administrativas en materia de beneficios, contenido en la 
Circular IF/N°77, de 2008." Esto último no se concretó, sin perjuicio de que el sistema 
isapre ya estaba en conocimiento del concepto emanado del mentado artículo del 
D.F.L. Nºl, tal cua l lo reflejan las Resoluciones Exentas Nº313, 314, 318 y 319, todas 
de 2010. Confirma lo anterior el hecho de que el término "beneficiario cotizante" puede 
encontrarse en las normas sobre emisión del F.U.N. (Compendio de Instrumentos 
Contractuales y de Procedimientos) y en el Archivo de Cotizantes y Cargas de Isapres 
(Compendio de Archivos Maestros). Por tanto, era esencial la emisión de la instrucción 
postergada de la Circular IF/Nº116 de 2010. 

Consecuentemente, las alegaciones de la recurrente son una señal de alerta de que la Isapre 
podría no estar acatando las normas vigentes. En atención a que esto podría generar un 
peligro para su cartera de personas afiliadas y beneficiarias, es que se remitirán a la unidad 
respectiva de esta Intendencia para el ejercicio de las potestades de fiscalízación sobre la 
materia. 

Por otro lado, se concluye que la Isapre recurrente ejerce sus recursos respecto de al menos 
dos Circulares vigentes. Es por ello, que gran parte de sus alegaciones son extemporáneas, 
por cuanto ha excedido con creces el plazo para recurrirlas, establecido en el artículo 113 del 
D.F.L. Nºl, de 2005 de Salud. 

6. Que, en cuanto a las alegaciones de fondo, la Isapre hace una serie de aseveraciones 
respecto al término de contrato de salud y las cargas legales. 

En tal sentido, asevera que esta Superintendencia, si bien permite poner término al contrato 
de una persona trabajadora afiliada que pierde la relación laboral, no se han considerado 
situaciones propias de las isapres. Dentro de estas desconsideraciones, refiere que se "obliga 
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a incorporar a cónyuges cotizantes de un determinado sindicato, porque las condiciones 
generales contemplan como potenciales beneficiarios". 

Sobre ello, cabe precisar que la norma recurrida no dice en ninguna parte que se obliga a las 
isapres a aquello, ni tampoco está escriturado que "se impide hacer cesar afiliación a este 
mismo tipo de beneficiarios, cuando se produce la desvinculación del o la trabajadora que le 
otorgó el derecho, transformándolos en permanentes". 

Por ello, no existiendo objeto sobre el cuá l se repone, esta parte será rechazada. 

Sin perjuicio de ello, e interpretando la alegación como un potencial desconocimiento de las 
normas administrativas, se debe aclarar que, respecto de los beneficiarios del contrato de 
salud, la Isapre sólo está facultada para aceptar -o no- el ingreso de las cargas médicas y que 
esta aceptación -al no haber distinción en la ley- puede ser expresa o tácita (Art. 202 del DFL 
Nºl, de 2005, de Salud), siendo la tácita la que se produce cuando la Isapre no ejerce 
oportunamente su derecho retiro frente al conocimiento de la pérdida de la cond ición de carga 
legal de una persona beneficiaria1 , lo que se produce generalmente por la percepción de 
cotizaciones de esta persona beneficiaria . 

7. Que, por otro lado, la Isapre entiende que la Circu lar recurrida modificaría el concepto de 
carga legal, las que a su juicio entiende que se encuentran en el D.F.L. NºlSO, de 1982, del 
Ministerio del Trabajo y Previsión Social. 

Al respecto, debe reiterarse que la Isapre está recurriendo por instrucciones administrativas 
vigentes y que fueron reiteradas en las Condiciones Generales del Contrato de Salud y, por 
tanto, sus alegaciones son extemporáneas. 

Sin perjuicio de ello, se aclara a la recurrente que en derecho rige el principio de especialidad, 
el que impone que las normas especiales priman por sobre las generales (Art. 4 y 13 del 
Código Civil). En tal sentido, las normas especia les que rigen al sistema isapre priman sobre 
las generales establecidas para los sistemas de seguridad social. 

Así, el concepto de carga legal, como se ha entendido desde la creación de esta 
Superintendencia, se encuentra en el inciso primero y segundo del Art. 202. El primero se 
hace cargo de los efectos de estos beneficiarios en el estadio de celebración del contrato de 
salud y, por su parte, el inciso segundo regla una consecuencia natural de todo contrato de 
tracto sucesivo: el cambio de circunstancias (en este caso, aumento del grupo fami liar). A lo 
anterior debe considerarse las modificaciones incorporadas por la Ley 20.830, que habilita al 
conviviente civil para ser carga del otro conviviente (Art. 29 de esa ley) . 

Ahora bien, en el sistema isapre existe la noción de lo que se ha denominado "carga médica", 
la que se encuentre en el inciso tercero del Art. 202 aludido. Es decir, se faculta a la Isapre 
para aceptar -expresa o tácitamente- a otras personas distintas a las cargas legales como 
beneficiarios del contrato de salud, las cuales "enterarán cuando proceda sus cotizaciones de 
salud en la ISAPRE y dejarán de ser beneficiarios del Libro JI de esta Ley cuando corresponda". 

Por tanto, son estos los conceptos que la Isapre debe de considerar, los cuales -como se 
mencionó anteriormente- fueron debidamente recogidos desde normas administrativas 
vigentes e incorporados en las Condiciones Generales del Contrato de Salud, como 
manifestación del deber que tienen las isapres de proporcionar información suficiente y 
oportuna a sus afi liados respecto de las materias fundamentales de sus contratos (Art. 172 
del DFL Nºl, de 2005 de Salud). 

Relacionado con este punto, la Isapre argumenta que - a su juicio- una carga legal no puede 
ser considera carga cotizante cuando sus ingresos son superiores al 50% del mínimo mensual 

1 Letra b), Nº3, Título IV, Capítulo 1, del Compendio de Procedimientos de esta Intendencia. 
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a que se refiere el inciso primero del artículo 4° de la ley Nº 18.806, situación temporal, 
pudiendo la Isapre realizar las gestiones necesarias para su retiro en esa calidad. Al respecto, 
debe señalarse lo siguiente. 

Como se aprecia, en esta alegación también se está recurriendo a instrucciones 
administrativas vigentes y que fueron reiteradas en las Condiciones Generales del Contrato 
de Salud y, por tanto, sus alegaciones también son extemporáneas. 

Sin perjuicio de ello, se aclara que, como se mencionó anteriormente, el Art. 202 citado prima 
sobre las normas generales. Asimismo, es una regla de interpretación que lo favorable u 
odioso de una disposición no se tomará en cuenta para ampliar o restringir su interpretación 
(Art. 23 del Código Civil) y que no es lícito al intérprete distinguir cuando el legislador no 
distingue. Todo lo anterior en congruencia con la garantía constitucional del Art. 19 N°9 y 18 
de la Constitución Política de la República, debiendo recordarse lo expresado por el Tribunal 
Constitucional, en el sentido de que las normas que regulan el contrato de salud, sean legales 
o administrativas, deben ser interpretadas y aplicadas en términos de maximizar el disfrute 
real y pleno de los derechos que son consustanciales a la dignidad humana {STC 976 ce. 39 
a 45. En el mismo sentido, STC 1218 ce. 37 a 42, STC 1287 ce. 40 a 47 y 61). 

8. Que, en cuanto a lo informado respecto a que "actualmente la Isapre tiene la política de 
aceptar nuevos ingresos de afiliados", esta Superintendencia de Salud lo tendrá presente. 

9 . Que, en cuanto a a la alegación de que "el hecho que no se haya retirada una carga legal, 
dentro de un tiempo acotado, que no se indica, presumiéndose la voluntad de Isapre para 
otorgarle la calidad de carga médica, es decir, otorgarle beneficios de salud en forma 
indefinida, a nuestro juicio, vulnera la definición legal del artículo 202, inciso penúltimo, que 
exige la autorización de la institución de salud'~ es de notar que se recurre la Circular IF/Nº182 
de 2012, por cuanto en la norma citada se definió el procedimiento de retiro de beneficiarios 
y la consecuencia de no hacerlo dentro del término que allí se indica. 

Por tanto, habiendo transcurrido con creces los plazos para recurrir este punto, se rechazará 
lo pedido. 

Sin perjuicio de ello, debe aclararse a la recurrente que : 1. El artículo 202 del DFL Nº l, de 
2005, de Salud, en ningún caso exige "autorización", sino que establece como verbo rector la 
"aceptación" de la isapre, la que de acuerdo a las reglas generales del derecho puede ser 
expresa o tácita; y 2. El procedimiento de retiro de beneficiarios, sus plazos y la aceptación 
tácita de cargas médicas se encuentra hoy en la Letra b), Nº3, Título IV, Capítulo I, del 
Compendio de Procedimientos de esta Intendencia. 

10. Que, finalmente, la recurrente hace una serie de alegaciones de orden financiero. En tal 
sentido, refiere que: " ... esto produce una carga financiera adicional a Codelco, porque debe 
proveer los recursos económicos a perpetuidad a todos los familiares y a veces cónyuges 
divorciados que, habiendo ingresado estos planes en forma accesoria, se transforman en 
permanentes .. . "; "la Isa pre no es autónoma en el financiamiento de las prestaciones de salud, 
por lo que todo nuevo contrato significa que será subsidiado por la empresa que la 
constituyó"; "el tener beneficiarios en forma indefinidas en el contrato de salud previsional, 
generará subvencionar los menores ingresos fiscales aportados por Codelco al erario 
nacional"; entre otras. 

Sobre el particular, corresponde precisar en primer término que !salud S.A. no constituye la 
única isa pre cerrada existente en el sistema, y que el ordenamiento jurídico vigente no impide 
la creación de nuevas instituciones de este tipo. En consecuencia, las reglas que rigen a las 
isapres cerradas son comunes tanto para las actualmente existentes como para las que 
eventualmente pudieran constituirse en el futuro, sin que el marco normativo establezca 
distinciones de t rato o de régimen jurídico entre unas y otras. 

Por otro lado, cabe hacer presente que esta Superintendencia está sujeta al principio de 
legalidad y juridicidad (Art. 6 y 7 de la Constitución Política de la República y Art. 2 de la Ley 
de Bases Generales de la Administración del Estado) . Por tanto, sus potestades y atribuciones 
son fijadas conforme a la Constitución y a las leyes. 
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Asimismo, es un principio democrático y garantía constitucional la igualdad ante la ley y la 
proscripción de discriminaciones arbitrarias (Art. 19 Nº2 de la Constitución Polít ica de la 
República). 

En tal sentido, en Chi le se garantiza constitucionalmente la igualdad ante la ley y se declara 
que no hay persona ni grupo priv ileg iado. De igual modo, y respecto de las autoridades (como 
esta Superintendencia), se fija que estas no podrán establecer diferencias arbit rarias. 

Teniendo presente lo anteriormente esbozado, esta Superintendencia está mandatada para 
supervigilar y controlar a las isapres conforme a las reg las que establecen los contratos de 
salud, las leyes y sus reg lamentos (Art. 107 D.F.L. Nºl, de 2005, de Salud), careciendo de 
competencia para verificar siquiera las afi rmaciones que hace respecto a los subsidios 
cruzados y/o utilizar sus potestades normat ivas teniendo en mente "el resguardo del 
patrimonio público" por sobre las garantías constitucionales, leyes y reglamentos que 
amparan a sus beneficiarios (más allá de que ni siquiera se haya demostrado una afectación 
como la que alega). En el mismo sentido, no corresponde a esta autoridad ponderar la 
conveniencia económica o la sustentabilidad interna de los modelos de fi nanciamiento 
adoptados por esa isapre o por un tercero no regulado, sino velar por el cumplimiento 
uniforme de las disposiciones legales que rigen el sistema. 

Ahora bien, y respecto a la naturaleza de la recurrente, la ley no considera categorías de 
isapre, en el sentido de si son "abiertas" o "cerradas" . Su reconocimiento emana del inciso 
final del Art. 200, que contiene una reg la especial, en el sentido de que esa norma "no será 
aplicable a aquellos contratos de salud que celebren las personas con Instituciones de Salud 
Previsional cuyo objeto sea otorgar prestaciones únicamente a trabaj adores de una 
determinada empresa o institución, caso en el cual, la pérdida de la relación laboral podrá 
constituir causal de término anticipado del mismo, salvo que ella se origine por el hecho de 
acogerse a pensión. Tal circunstancia deberá dejarse expresamente establecida en el 
contrato. " 

Conforme al principio de especialidad, ese efecto jurídico prima sobre lo general. Sin embargo, 
en todo lo demás se rigen por las reg las generales de la Isapre, toda vez que no existe otra 
regla que establezca lo contrario. 

A mayor antecedente, la Corte Suprema, confirmando un fa llo de la Corte de Apelaciones, 
que resolvió en contra de Isapre !salud, acoge la tesis de que cuando la ley no distingue entre 
isapres abiertas y cerradas, corresponde aplicar a las cerradas las reglas generales del sistema 
privado de salud previsional (C8, S. Ilma. Corte de Apelaciones de Santiago CA N°689-2022 
y Sentencia de la Excma. Corte Suprema N°83. 744-2023). 

Por tanto, no puede la recurrente ex igir un tratamiento preferencial por sobre el resto de las 
isapres -abiertas o cerradas-, las cuales también sortean todo t ipo de dificultades e 
igualmente acatan el ordenamiento jurídico. 

11. Que, por las consideraciones expuestas y en uso de las facultades que me confiere la ley, 

RESUELVO: 

1. Rechazar las solicitudes de suspensión de los efectos de la Circu lar IF/N°512, de 6 de octubre 
de 2025, presentadas por la Isapre Isalud. 

2. Rechazar el recurso de reposición interpuesto por la Isapre Isalud, en contra de la Circular 
IF/NºS12, de 6 de octubre de 2025. 

3. Remítase para el conocimiento y reso lución del Superintendente de Salud, el recurso 
jerárquico interpuesto subsid iari amente por la Isapre Isalud . 

4. Remítase el presente recurso al Subdepartamento de Fiscalización de Beneficios de esta 
Intendencia de Fondos y Seguros Previsionales de Salud. 

S. Notifíquese al resto de las isapres la presente resolución. 
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ANÓTESE, COMUNÍQUESE, PUBLÍQUESE Y ARCHÍVESE. -

YP-i/ FAHM 
y ff"Mi (TI) 

PISTRIBUCIÓN; 
Gerente General de Isapre !salud. 
Fiscalía 
Subdepartamento de Fiscalización de Beneficios. 
Superintendencia de Salud 
Oficina de Partes 

c. 5157-2025 
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